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Resumen: El artículo analiza la relevancia del derecho contractual europeo, especialmente 
los principios Lando (PECL) y el Código Europeo de Contratos, en el contexto del derecho 
de los consumidores venezolano. Se destaca que, aunque la protección al consumidor tiene 
fundamento constitucional en Venezuela, la doctrina local ha centrado el estudio en la re-
gulación administrativa, descuidando el enfoque contractual. El autor propone un análisis 
comparado que retome el carácter contractual de las relaciones de consumo, resaltando la 
utilidad de los principios europeos para reinterpretar y fortalecer la protección de los consu-
midores en Venezuela desde una perspectiva privada y no solo administrativa.
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Reflections on the Principles of European Contract Law Applicable 
to Consumer Law in Venezuela

Abstract: This article examines the relevance of European contract law principles—particularly 
the Lando Principles (PECL) and the European Contract Code—in the context of Venezuelan 
consumer law. It emphasizes that, despite strong constitutional foundations for consumer protection 
in Venezuela, local legal scholarship has primarily focused on administrative regulation, neglecting 
the contractual nature of consumer issues. The author advocates for a comparative analysis that 
reinstates the contractual dimension of consumer relations, highlighting how European principles 
can serve as valuable tools to reinterpret and strengthen consumer protection in Venezuela from a 
private law perspective, not merely an administrative one.

Keywords: Consumer law; Lando Principles; European contract law; Consumer contracts; 
Administrative regulation.
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INTRODUCCIÓN

Aunque el derecho de consumo tiene fuerte basamento constitucional,1 poco 
se ha discutido en la doctrina venezolana el carácter contractual de los problemas 
atinentes al consumo y, por el contrario, se ha enfocado dichos problemas a la re-
gulación administrativa necesaria para su protección. Sin lugar a dudas, el derecho 
de los consumidores venezolano ha sido ampliamente olvidado como una rama de 
estudio jurídica relevante en el tráfico legal habitual de los particulares. El estudio 
del derecho a los consumidores venezolano, tradicionalmente, se ha enfocado en la 
regulación administrativa del consumo y poco se ha estudiado su carácter netamente 
contractual entre prestadores de servicios y bienes, y los consumidores demandantes. 

*	 Este artículo es resultado de las discusiones académicas sostenidas en las clases del Dr. Fernando Guerrero en el Doctora-
do en Derecho de la Universidad Central de Venezuela. Expreso mi sincero agradecimiento al Dr. Guerrero, cuyas orien-
taciones, observaciones y generosa disposición para el debate fueron determinantes para la elaboración de este trabajo y 
sin las cuales no habría sido posible. Igualmente, agradezco especialmente a Cristina Alfonzo por la revisión de la versión 
final de este ensayo.

**	 Abogado, Universidad Central de Venezuela. Maestría en Derecho Americano, Universidad de Boston. Maestría en Dere-
cho Comparado, Universidad de Pensilvania. Especialista en Derecho Administrativo, Universidad Central de Venezuela. 
MBA, IESA. Candidato a Doctor en Ciencias Mención Derecho en la Universidad Central de Venezuela. Profesor en las 
universidades Central de Venezuela, Católica Andrés Bello, Monteávila y en el IESA.

1	 Constitución Nacional, Artículo 117: Todas las personas tendrán derecho a disponer de bienes y servicios de calidad, así 
como a una información adecuada y no engañosa sobre el contenido y características de los productos y servicios que 
consumen, a la libertad de elección y a un trato equitativo y digno. La ley establecerá los mecanismos necesarios para 
garantizar esos derechos, las normas de control de calidad y cantidad de bienes y servicios, los procedimientos de defensa 
del público consumidor, el resarcimiento de los daños ocasionados y las sanciones correspondientes por la violación de 
estos derechos.”
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No es poca cosa afirmar que son muy pocos los estudios por parte de la doctrina 
nacional sobre la materia in commento enfocados exclusivamente al fenómeno con-
tractual que implica la relación consumidor y prestador de bienes o servicios.2

Ciertamente, es necesaria la existencia de entes reguladores de las actividades 
relativas al consumo en lo que respecta a la protección de los derechos de los consu-
midores y no es objeto de este ensayo discutir su relevancia. No obstante, la esencia 
del problema legal en materia de consumo, no se agota en la regulación de los me-
dios de protección administrativa de tales derechos, sino en el reconocimiento de 
los problemas contractuales que dichas relaciones jurídicas implican entre las partes 
contratantes, las cuales poseen características de debilidad y fortaleza por su posición 
de consumidores o empresas, respectivamente.

Diversas obras publicadas en la Revista Venezolana de Derecho Mercantil han 
abordado el derecho de los consumidores desde múltiples perspectivas, evidenciando 
un creciente interés doctrinario en temas como la publicidad engañosa, la responsa-
bilidad por productos defectuosos, la contratación electrónica y la protección con-
tractual. Así, por ejemplo, Simón Jesús Fernández Bravo ha desarrollado un análisis 
integral sobre la ausencia de un régimen moderno de tutela al consumidor en su artí-
culo “(Des) Protección del Consumidor en Venezuela. O de la necesidad de las técnicas de 
protección del consumidor”3; el mismo autor también estudia los problemas derivados 
de la falta de un sistema de responsabilidad por productos defectuosos en “Algunos 
problemas ocasionados por la inexistencia de un régimen de responsabilidad por pro-
ductos defectuosos en Venezuela”4; por su parte, Cristina Hellmund, María‑Fernanda 
Uzcátegui y Michelle Pasceri examinan los desafíos de la contratación y el comer-
cio electrónicos —incluyendo la protección del consumidor digital— en “Contra-
tación mercantil mediante contratos electrónicos: carencias y desafíos en la legislación 
venezolana”5; mientras que Víctor Corredor analiza la tutela frente a la publicidad 
engañosa y el fenómeno de los influencers en “La protección al consumidor contra 
la publicidad engañosa en Venezuela y el fenómeno de los influencers”6; la distinguida 

2	 Con la posición en contrario, los casos de Mélich Orsini y, posteriormente, por Fernández Bravo, como tendremos 
la oportunidad de comentar en este ensayo y cuyas opiniones suscribimos completamente.

3	 Simón Jesús Fernández Bravo, «(Des) Protección del Consumidor en Venezuela. O de la necesidad de las técnicas de 
protección del consumidor», Revista Venezolana de Derecho Mercantil N.º 12 (2024): 279-310.

4	 Simón Jesús Fernández Bravo, «Algunos problemas ocasionados por la inexistencia de un régimen de responsabilidad por 
productos defectuosos en Venezuela», Revista Venezolana de Derecho Mercantil N.º 11 (2023): 642-665.

5	 Hellmund, Cristina, María-Fernanda Uzcátegui y Michelle Pasceri, «Contratación mercantil mediante Contratos Elec-
trónicos: Carencias y desafíos en la legislación venezolana», Revista Venezolana de Derecho Mercantil N.º 12, (2024): 
361-380

6	 Víctor Corredor, «La protección al consumidor contra la publicidad engañosa en Venezuela y el fenómeno de los 
influencers», Revista Venezolana de Derecho Mercantil N.º 14 (2025): 461-481.
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profesora Claudia Madrid Martínez aborda el problema de las cláusulas abusivas y 
el contrato de adhesión —núcleo del derecho del consumo— en “Las cláusulas abu-
sivas y los contratos de adhesión. Una mirada desde el silencio del Derecho venezolano 
de los contratos”7; todas estas contribuciones demuestran que la revista ha servido 
de plataforma para un tratamiento amplio, sistemático y plural del derecho de los 
consumidores en Venezuela.

A la luz del contexto venezolano, la protección de los consumidores adquiere 
una relevancia particularmente marcada debido a la persistencia de asimetrías de in-
formación, fallas institucionales, alta inflación, escasez periódica de bienes, presencia 
de mercados altamente regulados y, simultáneamente, espacios de desregulación fác-
tica que dejan al ciudadano en una situación de vulnerabilidad frente a proveedores 
y distribuidores. La ausencia de un régimen sistemático y coherente de Derecho del 
Consumo, reemplazado en la práctica por normativas fragmentadas como la Ley 
Orgánica de Precios Justos (“LOPJ”), ha generado —según la doctrina publicada en 
la propia revista— un entorno en el cual el consumidor depende casi enteramente 
de los remedios del Derecho Privado tradicional, los cuales no fueron diseñados 
para atender las particularidades de la relación de consumo. En el estado actual de 
nuestro ordenamiento jurídico, nos encontramos ante una carencia estructural que 
requiere la necesidad de reconstruir un sistema moderno y eficaz de tutela frente a 
prácticas abusivas, publicidad engañosa, defectos del producto y contratos de adhe-
sión, de modo que el consumidor venezolano pueda ejercer derechos efectivos en un 
mercado cada vez más complejo y digitalizado.8

La idea central del presente ensayo es explorar la literatura existente en mate-
ria del derecho de los consumidores venezolano y hacer un ejercicio de derecho com-
parado con base en los principios Lando, así como la parte general del Código Eu-
ropeo de Contratos.9 Nuestra intención es extrapolar lecciones de la armonización 
europea y analizarla comparativamente con los principios del derecho contractual 
europeo por las siguientes razones de interés legal y doctrinario: En primer lugar, 
las relaciones de consumo son, en esencia, derecho privado de naturaleza contrac-
tual que requiere una regulación especial por las partes de la relación. En segundo 
lugar, los principios contenidos tanto en el proyecto redactado por el profesor Ole 
Lando, así como los principios contenidos en el Código Europeo de Contratos,10 

7	 Claudia Madrid Martínez, «Las cláusulas abusivas y los contratos de adhesión. Una mirada desde el silencio del Derecho 
venezolano de los contratos», Revista Venezolana de Derecho Mercantil Edición Especial I (2015): 237-263.

8	 Véase en general, la postura sostenida por Fernández Bravo, «(Des) Protección del Consumidor en Venezuela. O de la 
necesidad de las técnicas de protección del consumidor».

9	 Los principios LANDO pueden consultarse en: Principles of European Contract Law - PECL | Trans-Lex.org.
10	 Conviene dejar expresamente asentado que el denominado Code européen des contrats no constituye legislación de la 
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proveen herramientas unitarias que pueden ser empleadas en el entendimiento de los 
problemas relativos al derecho de los consumidores, en lo que respecta al regreso del 
derecho de los consumidores a su origen contractual, y las soluciones preexistentes 
en el plano del derecho privado. Finalmente, los principios de derecho europeo de 
contratación nos brindan una referencia de regulación contractual de las relaciones 
de consumo que es casi inexistente en nuestro ordenamiento jurídico venezolano, 
al iuspublicitar el problema objeto de este ensayo como una cuestión cuyo interés 
pareciera estar radicado en la Administración Pública y no entre los particulares 
contratantes.

1. El derecho de los consumidores venezolano y experiencia 
comparada con los principios Lando y el Código Europeo 
de los Contratos

No en vano, de caras a un nuevo código de comercio, y nuevas perspectivas 
en el Derecho mercantil que pudieran ser positivizadas en los proyectos de leyes co-
mentados y la necesaria actualización que requiere el Derecho mercantil venezolano, 
la discusión principista del “derecho del consumo” no es una discusión superflua. Por 
el contrario, los principios contractuales pueden abrir paso a discusiones verdaderas 
a una reinvención del derecho de los consumidores venezolano. En este sentido, 
resulta imprescindible que cualquier reforma normativa tome en cuenta no solo los 
avances doctrinarios y la experiencia comparada, sino también las particularidades 
del mercado venezolano y la protección efectiva de los intereses de los consumidores. 
Solo mediante un enfoque moderno y equitativo, inspirado en principios generales 
y en la equidad, podrá el derecho de consumo venezolano responder a los desafíos 
contemporáneos y garantizar un marco jurídico que promueva la justicia y la trans-
parencia en las relaciones contractuales.

Unión Europea, sino un anteproyecto académico elaborado por la Accademia dei Giusprivatisti Europei, institución fun-
dada en Pavía en 1992 con el objetivo de contribuir, mediante investigación científica, a la unificación y futura inter-
pretación del derecho privado europeo. La propia documentación del proyecto identifica el texto como avant-projet, es 
decir, un ejercicio doctrinal sujeto a deliberación académica y no un cuerpo normativo positivo. Las ediciones oficiales del 
CEC señalan que se trata de un trabajo coordinado por Giuseppe Gandolfi y discutido anualmente en la Academia, sin 
respaldo legislativo de órganos de la UE ni pretensión de vigencia inmediata como derecho uniforme. Al respecto, véase:
https://max-eup2012.mpipriv.de/index.php/Code_Europ%C3%A9en_des_Contrats_(Avant-Projet).
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Como hemos adelantado, uno de los problemas sobre el estudio del derecho 
a los consumidores venezolano es que, tradicionalmente, se ha enfocado en la re-
gulación administrativa del consumo y poco se ha estudiado su carácter netamente 
contractual entre prestadores de servicios y bienes y los consumidores demandantes. 
Nuestra intención en este ensayo es analizar y reflexionar sobre los problemas carac-
terísticos de la relación de consumo, y su impacto en materia contractual de la mano 
de las lecciones sustraídas de los principios Lando aplicables a nuestra discusión.

1.1. La relación de consumo y sus características diferenciadoras 
del régimen común de contratación

Ha sido advertido por la doctrina que, en general, en las relaciones de con-
sumo hay siempre una parte que ofrece mercancías y que predispone o brinda los 
formatos de contratación, en tanto que, por la otra parte, se encuentra el cliente 
indefenso y ajeno a cualquier relación de equilibrio. De esta manera, se ha enfatiza-
do que los sujetos en el vínculo jurídico contractual de consumo no se encuentren 
en una situación de paridad, por el contrario, una de las partes se presenta en una 
posición de dominio frente a otra.11

El derecho al consumidor venezolano ha sido poco enfático en el estudio de 
la relación de consumo existente en esta clase de relaciones contractuales. En el de-
recho argentino, Rinessi ha definido al contrato de consumo como aquél celebrado 
entre un consumidor final -persona natural o jurídica- con una persona física o jurí-
dica, pública o privada, que, actuando profesional u ocasionalmente, en calidad de 
productora, importadora, o distribuidora, comercialice bienes o preste servicios, y 
que tenga por objeto la adquisición, uso o goce de estos por parte del primero, para 
su uso privado, personal o familiar.12

En este sentido, el contrato de consumo se ha equiparado al contrato de ad-
hesión, pues en efecto, desde un punto de vista práctico y jurídico su vinculación es 
evidente. En este orden de ideas, señala Castagnino que pareciera que la calificación 
de adhesión de los contratos de consumo se da más bien debido a la masificación de 
los actos, a la celeridad en la formación de los contratos, y al uso de la tecnología en 
la celebración de estos, que a la imposición de una serie de condiciones del lado más 
fuerte hacia el más débil de la relación.13

11	 Nayibe Chacón Gómez, La protección de dos derechos constitucionales: el arbitraje en los contratos de consumo (Tendencias 
actuales del derecho constitucional: Homenaje a Jesús María Casal Montbrun Tomo II, Universidad Católica Andrés 
Bello, Caracas, 2007), 546.

12	 Antonio Rinessi, Relación de Consumo y derechos del consumidor (Editorial Astrea, 2006).
13	 Diego Castagnino, El arbitraje de consumo en Venezuela: una visión desde el Derecho Mercantil (XII Jornadas Aníbal 

Dominici en Homenaje a Eugenio Hernández-Bretón, Universidad Católica Andrés Bello, Caracas, 2022), 157.
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En efecto, el dinamismo de la actividad comercial trae como consecuencia 
que las transacciones cada vez se realicen de manera más ágiles, y en determinados 
sectores la masificación de los actos es indispensable para dar respuesta a los reque-
rimientos del mercado, y cada día la tecnología juega un papel más importante para 
facilitar dichas interacciones, especialmente en el ámbito del consumo masivo.14 
Ahora bien, la relación de consumo mucho se vincula con la actividad contractual 
de las personas en su quehacer diario al consumir bienes o servicios cualesquiera 
su naturaleza. ¿Debe el derecho proteger esta relación tan peculiar? La respuesta es 
afirmativa. El problema venezolano, como veremos, es la carencia de una regulación 
con sentido, uniforme y que reconozca esta actividad privada de todas las personas 
cuando actúan como consumidores.

1.2. Estatus actual del derecho de los consumidores venezolano

El derecho de consumo, no solo tiene una fuerte vinculación contractual con 
las relaciones jurídicas que entablan los consumidores en el mercado, sino también 
con la competencia económica de los actores del mercado. A diferencia del derecho 
de la competencia económica que se enfoca en la figura de los competidores, el de-
recho de los consumidores se centra desde la perspectiva de los usuarios de bienes y 
servicios que proveen los competidores para el consumo.

Se ha sostenido acertadamente que el derecho de los consumidores y usuarios 
reconocido en el artículo 117 de la Constitución sólo puede materializarse si me-
dian condiciones efectivas de competencia, esto es, concurrencia de operadores en 
el mercado como condición necesaria para que los consumidores y usuarios puedan 
libremente seleccionar bienes y servicios de calidad. 15 De igual manera, no es nove-
doso advertir que existen múltiples instrumentos legales que establecen numerosos 
delitos de naturaleza económica. Por ejemplo, la LOPJ, es la ley marco y referencia 
en materia de delitos económicos que atenten contra los consumidores.

En el marco de una relación entre consumidor y proveedor de bienes, se ha 
descrito a la categoría de consumidores como aquella persona que adquiere un bien 
o servicio para su uso definitivo, en contraposición a un fin de lucro, pero que se en-
cuentra en una situación de desventaja económica frente al proveedor que le entrega 
ese bien o servicio por una contraprestación.16 Esta situación típica se da entre los 

14	 Id.
15	 José Ignacio Hernández, «Libre competencia y defensa de los consumidores y usuarios», Revista de Derecho Público No. 

102, (2005): 26.
16	 Miguel Basile, «La inconstitucionalidad de normas en materia de protección al consumidor por crear condiciones ad-

versas a los consumidores por sus efectos económicos: un estudio a partir de la jurisprudencia venezolana», Revista de la 
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productores y distribuidores de bienes y servicios, por una parte, y por la otra, los 
usuarios o consumidores de tales bienes y servicios.17 En tales casos, se trata no sólo 
de proteger a ese contratante más débil, sino de asegurar la dirección general de la 
economía en beneficio de toda la colectividad.18

En sentido amplísimo, la legislación venezolana del consumidor provee en 
mayor o menor medida (i) protección al consumidor basada en la regulación del 
objeto de consumo, (ii) basada en el sujeto, (iii) protección según el modelo econó-
mico constitucional, y (iv) protección según la situación económica.19 En efecto, en 
la contratación diaria de la gran empresa frente a los consumidores de los bienes que 
adquieren de esta, crea un escenario comercial donde el concepto de autonomía de 
la voluntad de las partes se encuentra íntimamente relacionado con el principio de 
libertad en la contratación, pero tal principio cede su espacio desde principios del 
siglo pasado ante el intervencionismo que postula el Estado Social y de Derecho.20 
De esta forma, aunque la legislación actual tiene una fuerte tendencia a la regulación 
de los precios, no es menos cierto, que existen principios generales de protección al 
consumidor derivados de la constitución y múltiples casos judiciales en este sentido.

El derecho al consumidor venezolano es confuso por su regulación ambigua, 
poco precisa y dispersa más allá de lo establecido por la LOPJ. Por ejemplo, la aún 
vigente Ley sobre Propaganda Comercial21 establece ciertas prohibiciones para la 
realización de propaganda comercial, sin entrar a definirla.22 Sin embargo, se ocupa 
de los llamados sistemas de bonificación al consumidor, ya sea mediante estampi-
llas, cupones, vales, bonos, contraseñas o signos pagaderos en dinero o en especie, 
estableciendo un procedimiento para la autorización de su emisión y entrega a los 
consumidores.23 Por una parte, aun cuando la LOPJ afirma que tiene por objeto 
garantizar el acceso de las personas a los bienes y servicios para la satisfacción de sus 
necesidades, esta no contempla un elenco de normas tendentes a describir los dere-
chos de los ciudadanos en lo que se refiere al acceso a los bienes y servicios, como 

Facultad de Derecho, No. 71 (2017): 74.
17	 José Mélich Orsini, «Las particularidades del contrato con consumidores», Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y 

Políticas de la Universidad Central de Venezuela, No 111 (2019): 85.
18	 Id.
19	 En este sentido, véase, Nayibe Chacón Gómez, «Reseña histórica de la protección al consumidor y usuario en Venezuela: 

mucho más que «precios justos», Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia (2017): 145 y ss.
20	 Citado por Chacón Gómez, Id. en Annichiarico José, «La obligación de seguridad y los contratos de consumo», Boletín 

de la Academia de Ciencias Políticas y Sociales No. 148, (2010): 129-162.
21	 Gaceta Oficial de los Estados Unidos de Venezuela No. 21.503, del 6 de septiembre de 1944.
22	 Chacón Gómez, «Reseña histórica de la protección al consumidor y usuario en Venezuela: mucho más que «precios 

justos», Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia: 145 y ss.
23	 Id.
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sí lo hacia la derogada ley para la Defensa de las Personas en el Acceso a los Bienes 
y servicios.24 De esta forma, la LOPJ se enfoca exclusivamente en la temática de la 
estructura de costos y el establecimiento de los márgenes de ganancias.25 La realidad, 
es que el derecho al consumidor no sólo abarca del establecimiento de precios, sino 
también el libre acceso adecuado a los bienes y servicios en situaciones en las cuales, 
por ejemplo, no medie fraude y sea en condiciones de acceso justas. De esta manera, 
como severamente señala Fernández Bravo, el consumidor está desprotegido.26

En Venezuela, por ejemplo, no existe regulación respecto al uso de internet 
para la compraventa de bienes y servicios. A falta de un estatuto integral de consumo 
digital, el marco venezolano sí prevé reglas habilitantes para la contratación electró-
nica (Ley de Mensajes de Datos y Firmas Electrónicas27; Art. 2 LOPJ28), pero carece 
de un catálogo de derechos del consumidor en línea y remedios específicos B2C 
(Business-to-Consumer). A medida que la industria publicitaria crece en internet, por 
ejemplo, será cada vez más importante resolver el asunto de los fraudes. En el caso 
venezolano, mucha atención ha requerido el estudio de los contratos de adhesión 
por su afectación al consumidor en la prestación de bienes o servicios. Evidentemen-
te, en una relación de consumo, es fundamental que la otra parte tenga una real y 
efectiva capacidad de negociación y discusión del contrato, y por ello, el contrato de 
adhesión se ha presentado como una muestra característica de la necesaria protec-
ción que debe poseer el consumidor.

Los contratos de adhesión han sido definidos por la doctrina como aquéllos 
en los cuales “su contenido es obra de una sola de las partes, sin que la contrapar-
te colabore en dicho cometido, sino que limita su actuación a incorporarse a él 
y aceptarlo, en adherirse al esquema previamente determinado unilateralmente”29. 

24	 Carlos Reverón Boulton, «Notas sobre la Ley Orgánica de Precios Justos», Revista Electrónica de Derecho Administrativo 
Venezolano No. 3 (2014): 155-172, especialmente p. 161.

25	 Chacón Gómez: En este sentido, véase, Nayibe Chacón Gómez, Reseña histórica de la protección al consumidor y usuario 
en Venezuela: Mucho más que «precios justos», Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia (2017): 145 y ss.

26	 Simón Jesús Fernández Bravo, «Algunos problemas ocasionados por la inexistencia de un régimen de responsabilidad por 
productos defectuosos en Venezuela», Revista Venezolana de Derecho Mercantil N.º 11 (2023): 642-665. En este sentido, 
señala el citado autor que el ordenamiento jurídico venezolano carece de una normativa de protección al consumidor; 
dentro del vacío, el numeral 7 del artículo 7 de la Ley Orgánica de Precios Justos establece el derecho de las personas 
en relación con los bienes y servicios a una «reparación e indemnización por daños y perjuicios, por deficiencias y mala 
calidad de bienes y servicios». Id.

27	 Publicada en Gaceta Oficial No 37.148 del 28 de febrero del 2001.
28	 LOPJ Artículo 2. La LOPJ regula los sujetos a quienes se le aplica la normativa: “Quedan sujetos a la aplicación de la 

presente ley, personas naturales y jurídicas de derecho público o privado, nacionales o extranjeras, que desarrollen activi-
dades económicas en el territorio de la República Bolivariana de Venezuela, incluidas las que se realizan a través de medios 
electrónicos. Se exceptúan aquellas que por la naturaleza propia de la actividad que ejerzan se rijan por normativa legal 
especial”.

29	 Rafael Bernard Mainar, Derecho Civil Patrimonial Obligaciones, Vol. III, Segunda edición, (Universidad Católica Andrés 
Bello, Caracas, 2012), 48.
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En la práctica de la contratación moderna, los contratos de adhesión se encuentran 
íntimamente vinculados con la noción de “cláusulas abusivas”, que la doctrina ha di-
ferenciado de aquéllos debido a que “mientras se habla de contrato de adhesión para 
referirse a cláusulas incorporadas al contrato exclusivamente por una de las partes, el 
concepto de cláusula abusiva alude más bien a ser ella contraria a la ley o a la buena 
fe”30 de alguna de las partes.

Originalmente, tales tipos contractuales encontraron regulación en la Ley de 
Protección al Consumidor y al Usuario31, y posteriormente, en la Ley para la Defen-
sa de las Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios32, actualmente derogada por la 
LOPJ33. Sin embargo, por la entrada en vigencia de la LOPJ, se derogó gran parte de 
la regulación legal preexistente respecto al derecho de los consumidores y usuarios, 
desproveyendo de regulación al contrato de adhesión en la actualidad.34

La única regulación en el ordenamiento jurídico venezolano sobre contratos 
de adhesión es la referida a “la protección en los contratos de adhesión que sean 
desventajosos o lesionen sus derecho o intereses.”35 Sobre este asunto, es necesario 
advertir que la jurisprudencia de la Sala Político Administrativa del Tribunal Supre-
mo de Justicia ha sido enfática sosteniendo que la propia naturaleza de los contratos 
de adhesión, y su estrecha vinculación con el derecho de los consumidores, logra que 
esta clase de contratos tengan un análisis especial de acuerdo a la normativa constitu-
cional vigente.36 La propia Sala Político Administrativa ha señalado que los contratos 
de adhesión pueden involucrar derechos “elevados a rango constitucional en virtud 

30	 Carlos Acedo Sucre, Las Cláusulas Abusivas, El Derecho Civil Venezolano a principios del siglo XXI en Homenaje al 
Código Civil de los Franceses de 1804, citado por José Melich Orsini, Doctrina General del Contrato, op.cit, p. 539.

31	 Publicada en Gaceta Oficial No 37.930 del 4 de mayo de 2004.
32	 Publicada en Gaceta Oficial No 39.358 del 1 de febrero de 2010.
33	 Publicada en Gaceta Oficial No 40.340 del 23 de enero de 2014.
34	 En este sentido, la jurisprudencia en la materia que nos ocupa ha sostenido de forma sistemática e incluso bajo la vigencia 

de la LOPJ, las características fundamentales aportadas por la doctrina de este tipo de contratos y ha establecido que el 
contrato de adhesión puede surgir en distintos supuestos de contratación. Así, ha establecido la jurisprudencia que: “en el 
caso bajo estudio, la referida cláusula reúne las características de un típico contrato de adhesión, en donde queda excluida 
cualquier posibilidad de debate o dialéctica entre las partes. En efecto, en el contrato de adhesión, tal como lo ha puesto 
de relieve la doctrina y la jurisprudencia, las cláusulas son previamente determinadas por uno solo de los contratantes, 
de modo que el otro contratante se limita a aceptar cuanto ha sido determinado por el primero”. Caso: Plan Ford S.R.L., 
Tribunal Supremo de Justicia, Sala Político Administrativa, sentencia No. 01652, de fecha 3 de diciembre de 2014, dis-
ponible en: https://historico.tsj.gob.ve/decisiones/spa/diciembre/172318-01652-31214-2014-2014-0296.HTML.

35	 LOPJ, Artículo 54. La propia LOPJ sanciona la infracción a esa norma de la siguiente manera: “Igualmente serán sancio-
nados con multa de doscientas (200) a veinte mil (20.000) unidades tributarias quienes violen, menoscaben, desconozcan 
o impidan a las personas el ejercicio de los siguientes derechos (…) a la protección en los contratos de adhesión que sean 
desventajosos o lesionen sus derechos o intereses”.

36	 Al respecto ha señalado la Sala Político Administrativa en sus recientes fallos que el trato equitativo y digno que propugna 
el Texto Fundamental se contraviene cuando en los contratos de adhesión no existe el debido equilibrio de prestaciones o 
cuando el proveedor ejerza sus derechos de manera abusiva en detrimento de los intereses económicos de los consumido-
res y usuarios, y al ser esta clase de derechos de carácter constitucional, “la falta de ley reglamentaria de estos derechos no
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de la importancia que tienen dentro del desarrollo social del ser humano pues el mis-
mo necesita proveerse de bienes y servicios para tener una óptima calidad de vida37”. 
De esta manera los contratos de adhesión no pueden contener cláusulas abusivas 
(o que sean desventajosas), ni que lesionen derechos de la contraparte. Ahora bien. 
Debemos advertir que no todo el Derecho de Consumo versa sobre contratos de ad-
hesión, y es precisamente ello un ejemplo de la carencia de una normativa uniforme 
que regule los múltiples problemas de consumo que se enfrentan los consumidores 
al adquirir bienes o servicios.

Actualmente, el panorama legal ha dado un giro significativo con la aproba-
ción en primera discusión del proyecto de ley de Ley Orgánica para la Protección 
de los Derechos Socioeconómicos,38 y reseñado por medios nacionales.39 Este nuevo 
marco legal busca sustituir formalmente la LOPJ, introduciendo cambios como la 
disolución de la Superintendencia para la Defensa de los Derechos Socioeconómi-
cos (SUNDDE), para dar paso a la Superintendencia Nacional de Protección de los 
Derechos Socioeconómicos, además de un retorno del término “consumidor” en 
lugar de usuario. En ese sentido, es evidente que aunque se promueva un sistema 
de precios acordados, la ley mantiene intacta la indebida facultad de intervención 
del Ejecutivo Nacional y control sobre los precios bajo la figura de circunstancias 
económicas extraordinarias. Aunque este proyecto de ley se presenta como una mo-
dernización de la previa LOPJ, que incluye el comercio electrónico y participación 
del consumidor en los Consejos Comunales, el esquema permanece restrictivo y no 
trata de fondo los problemas de fondo en la supuesta libertad económica que existe 
en Venezuela. Somos de la opinión de que, frente a esta transición normativa que 
reorganiza el control excesivo sin realmente eliminarlo surge la pregunta: ¿constituye 
esta ley el restablecimiento de una cultura de protección al consumidor o se trata de 
una profundización del intervencionismo socioeconómico?

menoscaba el ejercicio de los mismos, es decir, los derechos deben ser ejercidos y protegidos aun cuando no se desarrollen 
de manera expresa mediante ley”. Sentencia de fecha 19 de febrero de 2015, Caso: Plan Ford S.R.L., Sala Político Admi-
nistrativa del Tribunal Supremo de Justicia, ponente del Magistrado Inocencio Figueroa Arizaleta, disponible en: https://
historico.tsj.gob.ve/decisiones/spa/febrero/174458-00101-19215-2015-2014-0547.HTML.

37	 Id.
38	 Asamblea Nacional, Parlamento aprueba en primera discusión Ley de Protección de los Derechos Socioeconómicos, 22 de enero 

de 2026. Disponible en: https://www.asambleanacional.gob.ve/noticias/parlamento-aprueba-en-primera-discusion-ley-
de-proteccion-de-los-derechos-socioeconomicos.

39	 Al respecto, véase: https://www.bancaynegocios.com/an-aprueba-en-primera-discusion-la-ley-de-proteccion-de-los-dere-
chos-socioeconomicos/.
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1.3. Repensando la regulación de las relaciones de consumo 
con base en la equidad y principios generales

Aunque el presente ensayo señala la necesidad de reconstruir el Derecho de 
Consumo venezolano desde su dimensión contractual, es importante matizar que la 
protección administrativa no constituye una alternativa incompatible, sino comple-
mentaria, siempre que se delimiten claramente sus finalidades. La experiencia euro-
pea —tanto en PECL y CEC como en la interpretación de la Directiva 2011/83/
UE— demuestra que la tutela administrativa desempeña funciones esenciales de 
estandarización, información obligatoria, supervisión del mercado y prevención de 
prácticas abusivas, mientras que los remedios contractuales (desistimiento, sanea-
miento, indemnización, reducción del precio) operan directamente entre las partes.40 
En este sentido, el equilibrio óptimo no surge de sustituir un sistema por otro, sino 
de articular mecanismos administrativos de policentrismo regulatorio con remedios 
privados eficaces, permitiendo corregir asimetrías informativas sin obstaculizar la 
autonomía contractual. Esta lectura integrada reafirma que la administración no 
debe absorber la relación de consumo, pero sí puede proveer el marco institucional 
mínimo que haga efectivos los remedios civiles propuestos.41

Un problema actual del derecho de los consumidores venezolano es su disper-
sión normativa y su prevalencia a la solución de controversias en vía administrativa 
de las problemáticas derivadas entre los consumidores y los proveedores de bienes 
o de servicios. El derecho de los consumidores venezolano ha quedado reducido a 
las escasas disposiciones de la LOPJ que no ha atendido los principales problemas 
legales del derecho al consumo. La práctica venezolana en esta materia ha recaído en 
una profunda división de normativas aplicables.42 Una propuesta de este ensayo, es 
la necesidad de estudiar las problemáticas del consumo como problema cuyo origen 
es contractual, donde radican la mayoría de las soluciones (como por ejemplo lo 

40	 En el Derecho europeo, la protección del consumidor combina mecanismos administrativos de supervisión —inclu-
yendo control de información, publicidad y prácticas comerciales— con un sistema contractual de remedios privados 
(desistimiento, saneamiento, sustitución, reducción del precio e indemnización). La Directiva 2011/83/UE, así como 
las Directivas 2019/770 y 2019/771, reflejan este modelo mixto, donde las autoridades garantizan estándares mínimos 
y el consumidor ejerce directamente sus remedios contractuales. Cfr. Directiva 2011/83/UE (arts. 9–16); Directivas 
2019/770 y 2019/771.

41	 La Comisión Europea ha insistido en que la tutela efectiva del consumidor requiere coordinación entre supervisión 
pública y eficacia contractual privada, evitando que la administración sustituya la relación jurídica pero asegurando con-
diciones de mercado que permitan el ejercicio real de los remedios civiles. Véase: Comisión Europea, Libro Verde sobre 
opciones para avanzar hacia un derecho contractual europeo para consumidores y empresas, Bruselas, 2010.

42	 Así, la derogada la Ley para la Defensa de las Personas en el Acceso a los Bienes y Servicios (“Ley Indepabis”) que no 
se encuentra vigente, sigue siendo un instrumento normativo de referencia al establecer los principales problemas con-
tractuales en esta materia. Aunque la LOPJ expresamente derogó al mencionado instrumento normativo y los principios 
general del derecho de protección al consumidor se encuentran establecidos en la LOPJ, en la práctica la normativa 
derogada de la Ley Indepabis establece una guía respecto a los actuales criterios administrativos sostenidos por la Super-
intendencia Nacional para la Defensa para los Derechos Socioeconómicos.
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son la determinación del daño causado, las consecuencias del incumplimiento, las 
indemnizaciones correspondientes, entre muchas otras cuestiones atinentes al ade-
cuado consumo de bienes o servicios en el marco de los contratos de compraventa).

Existen, evidentemente, razones de autonomía del Derecho de Consumo, en 
particular, con motivo a la posición jurídica de las partes involucradas en dicha 
relación. En este sentido, señala el profesor Mélich Orsini que, en el Derecho de 
Consumo, “la autonomía de la voluntad se ve sumamente matizada por la noción de 
orden público, tanto para proteger a la parte usualmente más débil a través del esta-
blecimiento de normas mínimas insertadas en los contratos que celebren los consu-
midores en ejercicio de su libertad de contratar para ser protegidos contra los abusos 
de sus proveedores.” 43 En nuestro foro, un reciente trabajo de Fernández Bravo 
señala que tiene sentido enfocar el Derecho de Consumo en las técnicas propias del 
Derecho Privado por una razón fundamental: la relación de consumo es, ante todo, 
una relación de Derecho Privado y, si bien el régimen de Derecho Común posee 
falencias para atender a la realidad del consumo, no deja de ser necesaria la instaura-
ción de un régimen especial dentro del propio Derecho Privado para disciplinar las 
relaciones entre proveedores y consumidores.44

En este sentido, y como ejemplo comparado, resulta interesante la discusión 
del artículo 9 del Código Europeo de los Contratos que establece una presunción 
contractual en favor de los consumidores en los casos de tratos preliminares fuera del 
establecimiento mercantil.45 El CEO adopta el problema de los consumidores, como 
un problema contractual, que debe ser atendido como un problema privado. Curio-
samente, no menciona el artículo 9 el papel de la Administración Pública como ga-
rante de los derechos de los consumidores; por el contrario, pareciera su inclusión de 
contenido netamente iusprivatista. Evidentemente, la rapidez e informalidad con la 
que se producen estas ventas, no suele permitir que el consumidor pueda comparar 
la calidad y el precio de los productos y servicios que se le ofrecen en este momento 
con los de otros similares tipos contractuales, que tiene a su disposición en estable-
cimientos comerciales o a través de internet.

43	 José Mélich Orsini, «Las particularidades del contrato con consumidores», Revista de la Facultad de Ciencias Jurídicas y 
Políticas No. 111, Universidad Central de Venezuela, Caracas, (1999): 85-86.

44	 Fernández Bravo, «(Des) Protección del Consumidor en Venezuela. O de la necesidad de las técnicas de protección del 
consumidor»: 289.

45	 Código Europeo de Contratos (2009), Artículo. 9. Tratos preliminares con los consumidores fuera del establecimiento 
mercantil. 1. El comerciante que propone la celebración de un contrato, a un consumidor, fuera de su establecimiento 
mercantil, deberá informar por escrito a este último de su derecho a desistir del contrato, del modo y en los plazos 
definidos en el art. 159. 2. En el presente Código se entiende por consumidor la persona física que actúa fuera del ámbito 
de sus actividades profesionales. 3. La falta de la comunicación prevista en el apartado 1º de este artículo producirá las 
consecuencias previstas en el art. 159, a cargo del comerciante y a favor del consumidor.
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En palabras del profesor García Cantero, “la experiencia comparativa ofrece 
gran variedad de vertientes sobre las que se proyecta el Derecho del Consumo: penal 
para sancionar las más graves transgresiones; administrativa, pues los Estados dedican 
importantes medios personales y materiales para proteger eficazmente a los consu-
midores; y, por supuesto, civil y mercantil por recaer fundamentalmente sobre con-
tratos de una y otra clase (si el Derecho privado aparece escindido)”.46 Una lección 
principista, tanto del Código Europeo de Contratos como los principios Lando, y 
que sostiene Redondo Trigo sobre los beneficios de los principios de contratación 
europea es “la armonización de unos principios de derecho de contratos tiene especial 
importancia para el buen funcionamiento del mercado único europeo, cuya esencia 
principal es un enfoque ampliamente unitario del derecho y de la reglamentación 
que supere los obstáculos al comercio y las distorsiones del mercado resultantes de las 
diferencias entre los derechos nacionales de los Estados miembros con consecuencias 
para el comercio dentro de Europa”.47 Mutatis mutandis, somos de la opinión que una 
armonización de los principios del Derecho de Consumo puede lograr una adecuada 
protección de los consumidores, que en nuestro ordenamiento jurídico, pareciera 
inoperante e inexistente ante el poco desarrollo de esta rama autónoma del derecho.

Como señala Redondo Trigo, “la armonización prevé el ofrecimiento de res-
puestas parciales a determinadas cuestiones dirigidas a un ámbito supranacional, con 
el propósito de adecuarse con mayor facilidad que lo codificado a las innumerables 
circunstancias cambiantes del tráfico jurídico no sólo nacional, sino evidentemente, 
internacional.”48 Así las cosas, en un mundo de consumidores demandantes y glo-
balizados, los problemas de consumo, no son solo nacionales, sino también extrate-
rritoriales. En el marco europeo, se “han promulgado directivas que afectan a con-
tratos en relación con los seguros, empleo, agencia comercial, crédito al consumo, 
seguridad de los consumidores, ventas a domicilio y cláusulas abusivas en contratos 
celebrados con los consumidores, por sólo mencionar algunos, y la lista no deja de 
aumentar.”49 En tal sentido, sin unos principios de este tipo de derecho de contra-
tos a nivel comunitario, se debilitaría de manera significativa el efecto de muchas 
de las medidas adoptadas a favor de la integración jurídica europea en lo tocante a 
transacciones de consumidores y transacciones mercantiles.50 ¿Por qué el derecho 
venezolano no puede adoptar esta perspectiva en su propio ordenamiento jurídico?

46	 Gabriel García Cantero, «Integración del Derecho de Consumo en el Derecho de Obligaciones», Revista jurídica de 
Navarra, ISSN 0213-5795, No 13, Navarra (1992): 39.

47	 Francisco Redondo Trigo, «De los Principios Lando al marco común de referencia del Derecho Privado Europeo. Hacia 
un nuevo “Ius Commune”», Anuario de Derecho Civil, España (2010): p. 1656.

48	 Id. p. 1646.
49	 Id.
50	 Id. p. 1657.
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Doctrinariamente, se discute mucho si el Derecho del Consumidor puede 
conocer situaciones que, aunque sean complejas o abusivas están contenidas en esti-
pulaciones contractuales aceptadas o, en todo caso, conocidas por las partes. La duda 
es si se debe corregir en la vía civil clásica o debe operar en este caso el Derecho del 
Consumidor.51 El Derecho del Consumidor viene a ser el conjunto de reglas dirigi-
das a controlar todo lo concerniente a los actos jurídicos que realiza el consumidor 
para satisfacer sus necesidades.52 De esta manera, el Derecho del Consumidor, visto 
desde la perspectiva de su autonomía, es un sistema global de normas, principios y 
medios instrumentales consagrados por el ordenamiento jurídico, para procurar al 
consumidor una posición de equilibrio dentro del mercado en sus relaciones con los 
proveedores de bienes y servicios en forma masiva.53

La experiencia comparativa ofrece gran variedad de vertientes sobre las que 
se proyecta el Derecho del Consumo: penal para sancionar las más graves trans-
gresiones; administrativa, pues los Estados dedican importantes medios personales 
y materiales para proteger eficazmente a los consumidores; y, por supuesto, civil y 
mercantil por recaer fundamentalmente sobre contratos de una y otra clase (si el De-
recho privado aparece escindido).54 Principios como la libertad contractual, libertad 
de comercio, no intervención del Estado en la gestión del mercado, responsabilidad 
del proveedor en caso de culpa, pacta sunt servanda, así como las rígidas normas 
de legitimidad para obrar, de pruebas, entre otras, fueron formulados para regular 
relaciones sociales distintas de la relación de consumo, por lo que necesitan hoy ser 
revisadas, estudiadas, analizadas y actualizadas para adecuarlas a la nueva realidad 
que le toca afrontar hoy al Derecho del Consumidor como disciplina autónoma y 
relativamente nueva.55

Un aporte interesante de los principios Lando y el Código Europeo de Con-
tratos es el concepto de desistimiento del consumidor en relaciones de consumo 
contraria a sus intereses. Así, la diferenciación entre nulidad del contrato y su desis-
timiento tiene interesantes consecuencias prácticas en la materia que nos ocupa. El 
desistimiento del contrato, por ejemplo, no se encuentra regulado de acuerdo con 
el derecho contractual venezolano, en este sentido, pareciera que el Código Civil 
hace equivalencia entre la noción de desistimiento con la rescisión. Así, actualmente 

51	 Julio Baltazar Durand Carrión, «Determinación del Derecho del Consumidor como Disciplina Jurídica Autónoma», 
Revista Derecho y Sociedad, N. 34, Lima (2010): 72.

52	 Id.
53	 Id.
54	 García Cantero, «Integración del Derecho de Consumo en el Derecho de Obligaciones», Revista jurídica de Navarra, 

ISSN 0213-5795, No 13, Navarra (1992): 39.
55	 Julio Baltazar Durand Carrión, «Determinación del Derecho del Consumidor como Disciplina Jurídica Autónoma», 72.
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en el derecho europeo comunitario el desistimiento del contrato alude y se dirige a 
situaciones principalmente referidas a la protección del consumidor, o sea referido 
a las personas que adquieren bienes o servicios para su uso personal, no para renta 
o lucro con ellos.56 El desistimiento del contrato no tendría, entonces, necesidad de 
ser justificado. En materia de derecho del consumidor, la estricta teoría de nulidad 
del contrato, no siempre es la mejor solución en beneficio de los derechos de los 
consumidores.

En el caso de lesiones en la contratación al consumidor, como acertadamente 
refiere Mélich Orsini, “más bien que de invalidez del contrato, habría que hablar 
de la posibilidad para la parte lesionada de obtener la regularización del contrato 
o desistir de él, que se obtiene a través del ejercicio, no de una acción de nulidad 
propiamente tal, sino de una acción de rescisión. Esta posición resulta correcta, por 
cuanto en los casos de lesión, el acto o contrato del cual deviene esta, ha cumplido 
con todos los requisitos que para su existencia exige la ley, siendo por lo tanto plena-
mente valido y generando efectos jurídicos; el quid del asunto en el caso de rescisión 
por lesión no es la existencia de un vicio, sino la existencia de un desequilibrio entre 
las prestaciones establecidas, lo cual genera un beneficio excesivo para una de las 
partes, dejando a la otra parte en un plano de desigualdad y causando una posible 
terminación de la relación contractual”.57

En todo caso, es una salida hacia la búsqueda del equilibrio en la ecuación 
contractual, dispuesta por el artículo 1.135 del Código Civil, que determina que en 
los contratos onerosos la ventaja a procurarse es en equivalente, lo que hace referen-
cia a proporcionalidad de las prestaciones. Desistir del contrato significa salirse del 
compromiso, rescatando el límite del sacrificio propuesto por la o las partes, que el 
Código Europeo de Contratos entiende en equidad, es decir, de manera que no se 
cause perjuicio a ninguno de los patrimonios involucrados.58 Pero no solamente exis-
ten problemas de equidad en la relación empresa-consumidor, sino también proble-
mas de información sobre la calidad y contenido de los bienes o servicios sujetos al 
consumo. En efecto, existe una brecha informativa, entre quién crea los productos y 
quien los consume, la cual sustenta la necesidad de intervención estatal en las esfera 
de las modernas relaciones de consumo.59

56	 En este sentido, este tema ha sido ampliamente considerado por la Consumer Rights Directive. Véase en general: https://
commission.europa.eu/law/law-topic/consumer-protection-law/consumer-contract-law/consumer-rights-directive_en.

57	 Ángel Álvarez Oliveros, «Notas sobre la rescisión por lesión», en Revista Venezolana de Legislación y Jurisprudencia (2023): 
289-310.

58	 Id.
59	 Silvia Helena Muñoz Cortina, «El derecho a la información en la esfera de protección del consumidor», Revista Electró-

nica de la Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, Universidad de Antioquía, No. 8, Medellín (2012): 130.
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Como podemos observar, el Derecho de desistimiento y tutela del consen-
timiento, ha sido de particular relevancia en el derecho de la Unión Europea. Así, 
el derecho de desistimiento del consumidor en contratos a distancia o celebrados 
fuera del establecimiento encuentra su fuente positiva en la Directiva 2011/83/UE 
(arts. 9 a 16). Este régimen reconoce, en principio, un plazo de 14 días para desis-
tir sin necesidad de motivación, con reglas uniformes sobre información, efectos y 
excepciones (p. ej., bienes confeccionados a medida, contenido digital iniciado con 
consentimiento informado). La interpretación del Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea ha precisado su ámbito en escenarios digitales contemporáneos. En Vene-
zuela, la recepción de una figura funcionalmente equivalente no requiere forzar la 
teoría general de la nulidad, y podría diseñarse como remedio autónomo de tute-
la del consentimiento en contratos B2C, en armonía con el ius commune europeo 
(PECL/DCFR) y sin sacrificar la seguridad jurídica contractual.60

En la evolución más reciente del Derecho contractual europeo, el panorama 
normativo se ha ampliado más allá de la Directiva 2011/83/UE, incorporando mar-
cos de alta relevancia para las relaciones B2C contemporáneas. El Marco Común de 
Referencia (DCFR)61 —como desarrollo sistematizado de los PECL — ofrece una 
estructura integral de remedios contractuales, información precontractual y protec-
ción frente a el desequilibrio en las prestaciones, constituyéndose en un punto de 
enlace entre el ius commune europeo y las soluciones particulares del derecho del 
consumo. Asimismo, las Directivas (UE) 2019/77062 y 2019/77163, relativas a los 
contratos de suministro de contenidos y servicios digitales y a la compraventa de 
bienes, han redefinido el estándar europeo de conformidad, información y reme-
dios, introduciendo nociones como la actualización permanente del contenido di-
gital, la falta de conformidad dual (objeto/subjetivo) y las obligaciones reforzadas 

60	 Véase en este sentido, Directiva 2011/83/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011 , sobre los 
derechos de los consumidores, por la que se modifican la Directiva 93/13/CEE del Consejo y la Directiva 1999/44/CE 
del Parlamento Europeo y del Consejo y se derogan la Directiva 85/577/CEE del Consejo y la Directiva 97/7/CE del 
Parlamento Europeo y del Consejo Texto pertinente a efectos del EEE. Disponible en: https://eur-lex.europa.eu/legal-
content/ES/TXT/?uri=CELEX:32011L0083.

61	 El Marco Común de Referencia (DCFR) constituye una sistematización ampliada de los Principios Lando y del trabajo 
del Study Group on a European Civil Code, y desarrolla reglas sobre formación del contrato, remedios por incumpli-
miento, deber de información y equilibrio contractual. Su función es servir como texto académico de referencia para ar-
monizar los derechos privados europeos. Véase: Principles, Definitions and Model Rules of European Private Law (Draft 
Common Frame of Reference — DCFR), Study Group on a European Civil Code y Research Group on EC Private Law 
(Acquis Group), Outline Edition, Sellier, Munich, 2009.

62	 La Directiva (UE) 2019/770, relativa a los contratos de suministro de contenidos y servicios digitales, introdujo reglas 
uniformes sobre conformidad, actualizaciones obligatorias, incumplimiento y remedios del consumidor, configurando 
un estándar europeo moderno para transacciones digitales. Diario Oficial de la Unión Europea, L 136/1, 22 de mayo de 
2019.

63	 La Directiva (UE) 2019/771, sobre compraventa de bienes, sustituyó la Directiva 1999/44/CE y reguló un régimen dual 
de conformidad (objetiva y subjetiva), plazos, garantías y remedios, particularmente relevante para bienes con elementos 
digitales. Diario Oficial de la Unión Europea, L136/28, 22 de mayo de 2019.
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del proveedor. Estas reformas actualizan y complementan el entendimiento europeo 
previo, confirmando que el modelo protectorio no depende exclusivamente de la vía 
administrativa, sino de un sistema contractual coherente, adaptable y centrado en el 
equilibrio informativo y prestacional, en línea con las reflexiones ya esbozadas en el 
análisis comparado.

Como acertadamente ha señalado Muñoz Cortina el derecho a la infor-
mación tiene al menos cinco aristas diferentes, en primer lugar está el derecho que 
tiene el productor a informar y publicitar a cerca de los productos que pone en cir-
culación, la segunda arista tiene que ver con la obligación que tiene el productor de 
brindarle información clara, veraz, suficiente, oportuna, verificable, comprensible, 
precisa e idónea al consumidor, la tercera arista consiste en el derecho que tiene el 
consumidor de ser informado y la relevancia que adquiere el derecho a la informa-
ción en la contratación con consumidores, en cuarto lugar, está el deber que tiene 
todo consumidor de informarse y por último está la obligación de educación a cargo 
de las ligas y agremiaciones de consumidores.64 Lo anterior, pone al consumidor en 
una situación de vulnerabilidad cognoscitiva frente a los productos o servicios que 
contrata vía electrónica ya que la tecnología es cada vez más compleja y la informa-
ción que requiere el consumidor frente a esta es cada vez más especializada, pero a su 
vez el productor tiende a ocultar mucha de esta información ya que considera que 
esta es un activo más de su compañía.65

En el plano europeo, mucho del trabajo de la Comisión Europea en este sen-
tido ha sido de unificación del derecho de los consumidores. Al respecto la Comi-
sión Europea ha señalado que “la Unión podría suplir las lagunas en el Derecho 
contractual adoptando herramientas eficaces para eliminar las barreras de mercado 
relacionadas con legislaciones contractuales divergentes.”66 En el caso venezolano, 
ciertamente una unificación es necesaria en beneficio de los consumidores y empre-
sas, pues la dispersión normativa genera desinformación, difícil aplicación práctica 
de las protecciones y derechos contenidos en la ley y, en definitiva, obstaculización 
en el ejercicio de los derechos.

64	 Id.
65	 Id., p. 119.
66	 Véase, Comisión Europea, Libro Verde de la Comisión sobre opciones para avanzar hacia un derecho contractual europeo para 

consumidores y empresas, Bruselas (2010).
.
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CONCLUSIONES

1.	 El Derecho de Consumo venezolano debe reconstruirse desde el Derecho Pri-
vado con remedios civiles claros, y no mediante un modelo puramente admi-
nistrativo. Así, repensar el derecho de los consumidores venezolano es una ne-
cesidad. El derecho de protección de los consumidores venezolano debe uni-
ficarse para dar respuesta adecuada a los problemas existentes en las relaciones 
de consumo. Estos problemas son esencialmente contractuales, independien-
temente que su protección sea tutelada por la Administración Pública. Así, 
realmente no hay un interés colectivo que proteger, pues en muchos casos, la 
protección ideada por las regulaciones administrativas busca la protección de 
una relación jurídica privada con la existencia de un débil jurídico.

2.	 El derecho de los contratos provee la gran mayoría de soluciones prácticas que 
requieren los consumidores al momento de exigir sus derechos frente a las em-
presas. El Código Europeo de Contratos y los principios Lando, ayudan en 
su concepción principista del fenómeno contractual que deben ser igualmente 
aplicables al derecho de los consumidores. No obstante, una advertencia debe 
hacerse en este sentido. Aunque la teoría general de contrato posee interesan-
tes herramientas para crear soluciones a favor de los consumidores en el marco 
del “Derecho de Consumo”, no obstante, la rigidez del derecho contractual 
tradicional debe ser sopesado, y en cierta medida, debe ser mucho más flexi-
ble con motivo la dinámica de consumo y adquisición de bienes y servicios. 
Figuras como el desistimiento del contrato, son ejemplo, de la rapidez e inme-
diatez que pueden ser requeridos por los consumidores y que no encuentran 
respuesta en el derecho de los consumidores venezolano.

3.	 El entendimiento contractualista e iusprivatista del problema del consumo ge-
nera confianza en los consumidores. Entender como un régimen de control 
del fenómeno del consumo directamente en cabeza de la Administración Pú-
blica es un desacierto, por en buena medida obstaculizar el tráfico jurídico. 
Una enseñanza de estos principios es la necesaria unificación de los problemas 
contractuales y su regulación, para una fácil interpretación y ejecución por 
parte de los operadores jurídicos. Independientemente a la discusión de quién 
debe resolver las controversias de las disputas de consumo (ya sea la Adminis-
tración Pública o Tribunales especializados) lo cierto es que el derecho venezo-
lano se ha enfocado innecesariamente en la regulación de principios generales 
de protección de los consumidores, olvidando por completo la existencia de 
un contrato entre las partes involucradas, tan valedero como cualquier contra-
to regulado por las disposiciones del derecho común.
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4.	 La comparación entre estos modelos europeos y el régimen venezolano evi-
dencia que la protección contractual del consumidor en Venezuela requiere 
una recepción selectiva y técnica de remedios europeos, especialmente en re-
laciones B2C. Un aporte inmediato y viable sería la incorporación expresa de 
un derecho de desistimiento, adaptado a la tradición venezolana y con pará-
metros claros sobre plazo, información precontractual, efectos restitutorios y 
excepciones. Su diseño podría inspirarse en la Directiva 2011/83/UE, pero 
en clave civil: como un remedio privado que corrige asimetrías sin recurrir 
automáticamente al sistema sancionador ni introducir incertidumbre jurídica.

5.	 Estas reformas puntuales sólo serán realmente eficaces si se insertan en una 
unificación sistemática mínima del Derecho de Consumo venezolano. Ante la 
ausencia de un estatuto integral y la fragmentación normativa (desde normas 
de propaganda de 1944 hasta leyes tecnológicas más recientes), es pertinente 
promover una ley-marco de consumo que ordene conceptos básicos (consu-
midor y proveedor), el deber de información, el control de cláusulas abusivas, 
el catálogo de remedios civiles (incluyendo desistimiento, saneamiento e in-
demnización por productos defectuosos) y mecanismos procesales modernos 
como acciones colectivas y arbitraje de consumo. Ello devolvería al derecho 
contractual su rol natural como eje de equilibrio entre protección y seguridad 
jurídica.

6.	 Finalmente, la experiencia comparada muestra que los modelos europeos, in-
cluido el CEC como soft law, son particularmente útiles no por su fuerza 
normativa, sino por su coherencia estructural y la claridad técnica con la que 
abordan remedios, información y control de desequilibrios contractuales. Ese 
enfoque puede guiar una renovación venezolana que supere la dispersión ac-
tual, fortalezca la tutela del consumidor y mantenga un sistema contractual 
funcional.
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